
DE LA DIP. LAURA ITZEL CASTILLO JUÁREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 
DEL TRABAJO, LA QUE CONTIENE PUNTO DE ACUERDO EN RELACIÓN CON LA MINA PASTA 
DE CONCHOS, EN EL ESTADO DE COAHUILA  

 

Quien suscribe, diputada Laura Itzel Castillo Juárez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, 

con fundamento en los artículos 71, 73 y 74 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 58 y 

59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta al 

Pleno de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente proposición con punto de acuerdo, en calidad de urgente 

y obvia resolución, en relación al asunto de Pasta de Conchos,  al tenor de las siguientes 

Consideraciones 

1.- El 7 de junio, el Gobierno de Coahuila, utilizando a la Policía Estatal, permitió que Industrial Minera México 

S.A.B. de C.V., tomara posesión de la Mina 8, Unidad Pasta de Conchos. El 14 de junio, después de varios días de 

plantón en la Plaza de Armas, algunos familiares son recibidos “para que se les entregara el documento” con el que 

se probaba que el Gobierno Federal ordenó al Gobierno de Coahuila el desalojo. Funcionarios menores que 

atendieron a las familias dijeron desconocer el documento y que “el gobernador lo estaba viendo con su 

secretario”. El 16 de junio, el Gobernador del Estado, Prof. Humberto Moreira nombra a su Secretario de Gobierno 

del Estado de Coahuila, Armando Luna Canales para que se encargue del caso de Pasta de Conchos. El 18 de junio, 

en varios periódicos locales, el funcionario hace declaraciones tendenciosas y falsas al señalar que el documento 

que presenta de la Secretaría de Economía, “determina la clausura y término de labores”. 

El documento que muestra el Secretario de Gobierno del Estado de Coahuila, Armando Luna Canales, corresponde 

a una Inspección realizada por la Coordinación General de Minas (CGM), el 5 de octubre del año 2007 en el 

terreno amparado por todas las concesiones mineras: Rosita y Pasta de Conchos. Polígono No. 5-A 7.196621; 

Rosita y Pasta de Conchos. Polígono No. 5I; Rosita y Pasta de Conchos. Polígono No. 4-A T-196623; Rosita y 

Pasta de Conchos. Polígono No. 4 7.196624; Rosita y Pasta de Conchos. Polígono No 3.D T-196625; Rosita y 

Pasta de Conchos. Polígono No 3.C T.196626; María y Purísima, Fracc. C T-196726; María y Purísima, Fracc. A 

T-196728; María y Purísima, Fracc. C T-196729; María y Purísima, Fracc. C 7196730; María y Purísima, Fracc. B 

T-196731; María y Purísima, Fracc. A T-196732; González Flores T-198195 y González Flores  No. 2 T-198365; 

pertenecientes al agrupamiento encabezado por la denominada Rosita y Pasta de Conchos Polígono No. 3C T-

196626 de la empresa Industrial Minera México, S.A. de C.V., ubicadas en el Municipio de San Juan de Sabinas, 

Coahuila.  

Como resultado de las observaciones realizadas en esa inspección, «el inspector dispuso y así lo comunica en ese 

acto al concesionario, se abstenga temporalmente de realizar trabajos en todas las obras de dicha mina, hasta en 

tanto acredite ante esta autoridad que en las mencionadas obras se han restablecidos las condiciones de seguridad… 

consecuencia de lo anterior, ésta autoridad, con fundamento en el Segundo par del Articulo 43 de la Ley Minera, 

fija a Industrial Minera México S.A de C.V. un plazo improrrogable de 30 días hábiles, contados a partir del día 

siguiente a la firma de la presente acta, para que acredite ante esta autoridad el restablecimiento de las condiciones 

de seguridad… De no cumplirse con todo lo ordenado, se procederá conforme a lo dispuesto por el Art. 43 Párrafo 

Segundo». 

Al cumplirse el plazo establecido, el 21 de noviembre de 2007, la Coordinación General de Minas «realiza una 

inspección para verificar el cumplimiento por parte de la concesionaria del restablecimiento de las condiciones de 

seguridad en las obras y trabajos mineros, habiendo aplicado las medidas de seguridad dictadas por el inspector en 

la pasada visita de inspección… Debido a que la concesionaria no aplica las medidas que se le ordenaron, el 

inspector ordena en este acto, en esta fecha y con la hora del cierre de la presente acta, y para todos los efectos 

legales correspondientes: la suspensión definitiva de las obras y trabajos mineros, en las obras existentes en el 

agrupamiento minero denominado “Pasta de Conchos”». 



Con fecha del 30 de noviembre de 2007, de acuerdo al oficio SE/610/6556/2007, la Dirección General de Minas le 

comunica el resultado de la inspección a la empresa, Industrial Minera México: “esta secretaría resuelve la 

suspensión definitiva de las obras y trabajos mineros existentes en la unidad minera denominada Pasta de 

Conchos”. 

El Secretario de Gobierno del Estado de Coahuila, Armando Luna Canales miente al señalar que la orden de 

desalojar y sellar la Mina 8, Unidad Pasta de Conchos tiene fundamento en el oficio SE/610/6556/2007. La 

«suspensión definitiva para todo trabajo minero en todas los títulos concesionados que integran el agrupamiento 

minero denominado Pasta de Conchos», deriva del desacato de la empresa, Industrial Minera México S.A. de C.V. 

(véase documentos anexos de la inspección). 

Si la Coordinación General de Minas ordena a la empresa Industrial Minera México S.A.B. de C.V. el 

“restablecimiento de las condiciones de seguridad e higiene en la Mina 8, Unidad Pasta de Conchos”, supone 

evidentemente, que se pueden establecer para así continuar con el rescate. Por lo que la Coordinación General de 

Minas no ordena ninguna cancelación ni sellar la mina, y sí sanciona a la empresa ordenando que no haga trabajos 

mineros (sacar carbón) por desacato. 

El Gobierno de Coahuila no atiende a un llamado de la empresa “para dar cumplimiento a lo que señala en ese 

documento”, porque de ser así, no hubiera desplegado a su policía para desalojar a las familias, ni las hubiera 

agredido, ni hubiera permitido que la empresa sellara, y menos aún, que frente a sus narices sacara maquinaria y 

documentación. Incluso los términos que utiliza el Lic. Luna Canales ni siquiera se mencionan en la inspección a la 

que hace referencia. Solamente pretende justificar la ilegalidad de la actuación del Gobierno de Coahuila: ni se 

suspende cualquier obra (sino la extracción de carbón), ni existe una supuesta cancelación, ni ordena sellar la mina, 

ni por supuesto, se puede concluir que esta sanción puesta a la empresa por desacato cancela el reclamo de rescate 

de as familias. El Gobierno de Coahuila tiene otros intereses, no se trata de llorar o no con las viudas, sino de 

sujetarse al Estado de Derecho y no pagar o devolver favores a Industrial Minera México S.A.B de C.V., con quien 

entre otras cosas anuncia que construirá un parque ecológico. 

2.- El Informe del Comité encargado de examinar la Reclamación que hicimos contra el Gobierno Mexicano ante 

la Organización Internacional del Trabajo y hecho público en marzo de 2009, señala en el numeral 62: “el Comité 

sólo puede concluir que IMMSA no ha cumplido sus obligaciones como propietario y como responsable de la 

explotación de la mina, situación que trajo aparejada esta trágica pérdida de vidas humanas”. Por lo que, ninguna 

explicación que pueda dar la empresa para justificar el urgente sellado de la mina es creíble, precisamente, porque 

nunca cumplió con sus obligaciones. Pero además, está probado que IMMSA miente sistemáticamente (hoy el gas 

saldrá por la bocamina y puede explotar y está en concentraciones del 6.5%; hace dos años que intentó el sellado, 

ya se estaba saliendo el gas por la bocamina y podría explotar; para suspender el rescate presentó dictámenes 

pagados por ella misma, en los que se afirmaba que el agua acumulada en la mina podía estar infectada de VIH, 

hepatitis y tuberculosis; el día de la explosión aseguraba que era una mina de alta tecnología, etc., etc.).  

Ninguna autoridad puede proceder sin hacer las diligencias para verificar que la petición de un particular tiene el 

debido sustento. El Gobierno de Coahuila no hizo ninguna diligencia, le bastó el dicho de la empresa y su petición 

de ayuda para embestir a las familias violentando el Estado de Derecho. Pero además, aún si hubiera hecho las 

diligencias, actuó en ámbitos en los que no tiene competencia ni facultades usurpando funciones de autoridades 

federales.  

3.- En la pasada 99ª Reunión de la Conferencia de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 

Recomendaciones de la OIT, celebrada en Ginebra, Suiza, el pasado10 de junio de 2010, el Gobierno Mexicano 

señaló que existen dictámenes judiciales aún pendientes en el caso de la Mina 8, Unidad Pasta de Conchos. 

En el plano internacional, el Estado Mexicano, representado por la Secretaría de Trabajo y Previsión Social (Lic. 

Rafael Adrián Avante Suárez, actual Director de Inspección del Trabajo), ha vuelto a fracasar en la pretensión de 

dar por cerrado el caso de Pasta de Conchos. Así quedó patentizado en las Conclusiones de la reciente 99ª. 



Conferencia de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, celebrada en 

Ginebra, Suiza, el pasado10 de junio de 20101.  

“La Comisión solicitó al Gobierno que, para la próxima reunión de la Comisión de Expertos (a celebrarse el 

próximo noviembre), facilitara información detallada y actualizada sobre las medidas de seguimiento tomadas con 

respecto a las recomendaciones adoptadas por el Consejo de Administración (marzo, 2009), incluso sobre el 

número y la naturaleza de los accidentes en el sector de la minería, incluido en los sectores mineros formales e 

informales; los métodos de evaluación de riesgos usados en el sector de la minería; las indemnizaciones realmente 

pagadas y las que aún se debían a los supervivientes y a las familias de las víctimas y toda prestación social 

ofrecida a las familias de los mineros sin protección social”.  

La determinación hace eco al hecho asentado por la representación sindical argentina de que: “desde febrero de 

2006, en que se produjo la explosión en la mina de Pasta de Conchos, hasta la fecha han fallecido más de 40 

trabajadores de la minería del carbón”, tal como lo ha sustentado nuestra organización desde febrero de este año. 

Así lo enfatizaron también, las representaciones sindicales de la Confederación Sindical Internacional, de Brasil, 

Sudáfrica y los Estados Unidos: “las propias estadísticas gubernamentales muestran que, incluso con la aplicación 

tan publicitada de la norma NOM-032-STPS-2008, la tasa de mortalidad de los mineros por accidentes del trabajo 

y enfermedades profesionales en la totalidad de la región de Coahuila aumentó en un 200 por ciento en 2009”. 

4.- Por ello, anticipándose a estos resultados que exhiben la política laboral de la pareja Calderón/Lozano (junio 

10), el gobernador de Coahuila, Humberto Moreira, y las Secretarías de Trabajo y Previsión Social, Economía y 

Gobernación, abrieron el camino a Industrial Minera México, una vez más, hacia la mina 8 Unidad Pasta de 

Conchos, desalojando a las familias mediante la fuerza pública y sin la orden judicial correspondiente (junio 7), 

para que Grupo México remueva y extraiga evidencia y luego selle la mina, ante la pasividad de la PGR y la 

ministerial de Coahuila. 

Nuestra organización, previendo el interés de la máxima instancia de la ONU para cuestiones laborales, sostiene 

que ya no es sólo el caso de Pasta de Conchos, por primera vez se hace pública la existencia de los pocitos y las 

condiciones en que laboran, se siniestran y mueren los trabajdores. Participamos directamente en Ginebra, con la 

intervención del Lic. Manuel Fuentes Muñiz, quien expresó en la plenaria: “el 60 por ciento de los mineros son 

trabajadores informales sin ninguna protección social: no figuran en las estadísticas oficiales y las autoridades no 

redactan actos de defunción cuando mueren. El Instituto Mexicano de Seguridad Social no realiza inspecciones en 

las zonas mineras para verificar el estatuto de los mineros y la Inspección del Trabajo no lleva a cabo 

investigaciones para detectar los lugares de trabajo clandestinos. Además, no hay coordinación entre la autoridad 

de minas, la del trabajo y el gobierno regional”. 

Por ello, la organización Familia Pasta de Conchos se congratula con la opinión, incluso de los miembros 

empleadores de que: “se debe garantizar el pleno cumplimiento del Convenio (155, sobre seguridad y salud de los 

trabajadores, 1981), continuando el examen periódico de la situación en materia de seguridad y salud, con especial 

atención a las actividades peligrosas… de manera que pueda realizarse un seguimiento permanente de la 

situación”. Y celebramos que se lleguen a formular algunas iniciativas tales como la expresada por la 

representación sindical sudafricana: “es vital desarrollar una legislación que sancione el incumplimiento de la 

obligación de respetar la normativa en materia de seguridad y salud, que establezca la responsabilidad de las 

empresas en casos de pérdidas de vidas, lesiones o daños resultante de tal negligencia, y que imponga penas 

suficientes a las personas culpables a fin de acabar con la vigente situación de impunidad”.  

El 17 de febrero del año en curso, 235 familiares directos (más otros que han firmado posteriormente), presentaron 

a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la petición de juicio contra el Gobierno Mexicano 

por las violaciones a los derechos humanos de sus familiares fallecidos el 19 de febrero de 2006, y por las 

violaciones a los derechos humanos de los familiares de los mineros. La CIDH notificó que la petición está en la 

etapa de estudio. 



El Señor Secretario de Gobierno no habló con “las viudas”, mandó a un tal de Martín de Hoyos para mostrar un 

documento bajado de Internet y la nota del Señor Secretario en que afirmaba “que ya estaba todo arreglado”, así 

que les pedía que levantaran el campamento el fin de semana y se volvieran a poner el lunes “porque tenían 

eventos en la plaza”. Familiares han denunciado también actos de intimidación a los cuales hacen oídos sordos. Por 

si no fuera ya suficiente el ridículo que han hecho para tratar de darle legitimidad a sus mentiras y al delito de 

usurpar funciones, ahora también sirven de porteros de IMMSA en la mina y “autorizan que las familias pueden 

entrar a misa y a dejar flores por el día del padre”.  

Con quienes deberían de hablar el Señor Gobernador Prof. Humberto Moreira y su Secretario de Gobierno, Lic. 

Armando Luna, es con las viudas y los familiares de los mineros que mueren en los pocitos. A todas esas familias, 

deberían de explicar qué hace el Gobierno de Coahuila con los depósitos millonarios que recibe cada semana vía 

PRODEMI de la venta de carbón a CFE.  

Por todo lo expuesto y fundado, someto a la consideración de esta honorable Cámara de Diputados, la siguiente 

proposición con Punto de Acuerdo Con carácter de urgente y obvia resolución  

Primero. A la PGR, que inicie investigación por presuntos actos de abuso de autoridad, usurpación de funciones, 

complicidad, falsedad en los dichos, más los que resulten contra el Gobernador del Estado, Prof. Humberto 

Moreira Valdés, contra el Procurador General del Estado de Coahuila, Lic. Jesús Torres Charles, contra el 

Secretario de Gobierno del Estado de Coahuila, Lic. Armando Luna Canales y contra quienes resulten responsables 

del desalojo de las familias, del sellado de la Mina 8, Unidad Pasta de Conchos y de permitir que la empresa sacara 

del Perímetro de la mina equipos y documentos sin que estén agotadas las diligencias y los juicios contra la 

empresa.  

Segundo, que se desaloje de manera inmediata a la empresa Industrial Minera México y a la Policía Estatal para 

evitar que continúen saqueando las instalaciones. Y que la mina quede bajo resguardo de las familias.  

Tercero, que se atraigan las denuncias interpuestas por abuso de autoridad, lesiones y maltrato interpuestas por 

familiares contra miembros de la Policía Estatal del Estado de Coahuila. 

Cuarto. A la Secretaria de Economía, dado que es un tema de interés público y que su obligación es resguardar los 

recursos naturales propiedad de la nación, cancele los títulos pertenecientes al agrupamiento denominado Rosita y 

Pasta de Conchos, debido a que, la suspensión definitiva para todas las obras mineras en el señalado perímetro, 

derivan de que la empresa no acató la orden dada por la Coordinación General de Minas, y sellar la mina, y no 

establecer las medidas que le fueron ordenadas deja el yacimiento concesionado sin ningún beneficio para la 

nación. 

Quinto. A la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y a la Secretaría de la Función Pública del Estado de 

Coahuila, que se auditen y se revise el manejo de las cuentas de PRODEMI, así como el ingreso y destino de los 

recursos que por la venta de carbón a CFE se transfieren al Gobierno del Estado de Coahuila. 

Dip. Laura Itzel Castillo Juárez  

1http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---relconf/documents/meetingdocument/wcms_141876.pdf 

 


